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Si bien la libertad sindical negativa determina que no sea legítimo compeler a un trabajador a ser parte de una entidad a la que no es de su agrado adherir institucionalmente por vía de la afiliación, eso no significa que no sea legítimo que contribuya pecuniariamente a su sostén económico a través de contribuciones de solidaridad sindical; contribución que no sólo se justifica como retribución de los beneficios que recibe por el CCT que se extiende a su vínculo laboral, sino también a los múltiples gastos que el sindicato debe afrontar como representante exclusivo del colectivo de trabajadores en los que el sujeto no afiliado está inserto.
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1.-Corresponde confirmar la sentencia de anterior instancia, pues las llamadas contribuciones de solidaridad sindical son cotizaciones a favor de la asociación gremial con personería gremial que se instituyen a cargo de los trabajadores no afiliados a ella y tienen legitimidad normativa explícita en el derecho argentino, pues, el art. 9° 
segundo párrafo de la ley nacional 14.250 de Convenciones Colectivas de Trabajo (texto ordenado decreto nacional 1135/2004 
) establece que las cláusulas de la convención por las que se establezcan contribuciones a favor de la asociación de trabajadores participantes, serán válidas no sólo para los afiliados, sino también para los no afiliados comprendidos en el ámbito de la convención; y el art. 37 
de la ley nacional 23551 de Asociaciones Sindicales reza que el patrimonio de las asociaciones sindicales de trabajadores estará constituido por las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados y contribuciones de solidaridad que pacten en los términos de la ley de convenciones colectiva. 

2.-La fuente de la obligación de pagar la contribución de solidaridad es la convención (art. 9° ley nacional 14.250) y el precepto legal alude a la convención colectiva o convenio colectivo; en efecto, cuando el art.9° de la ley nacional 14250 se refiere a que la fuente obligacional de la contribución de solidaridad es la convención, no encorseta la referencia a la convención colectiva o convenio colectivo , como especie concreta del género negociación colectiva ; apunta, antes bien, a la amplia acepción del término negociación colectiva que capta el art. 2° 
del Convenio 154 (OIT). 

3.-Las actas acuerdo salariales que suscribieron las partes legitimadas para celebrar un CCT y obligar al colectivo que representan (arts. 1° 
y 4° 
de la ley nacional 14.250), en el marco de una comisión negociadora constituida, que se encuentran en el camino de la negociación y en tránsito hacia el instrumento posterior o, en otros términos, que forman parte de la antesala del convenio colectivo de trabajo en gestación, son, como acto jurídico, un título suficiente o causa fuente legítima para crear una contribución de solidaridad, porque participan, en cuanto a su naturaleza, del género negociación colectiva (art.2º Convenio 154 OIT) y dentro de este conjunto metodológico, al de la especie convención colectiva . 

4.-El fundamento tradicional de la contribución de solidaridad responde exclusivamente a los logros obtenidos en el convenio colectivo que la genera, siendo que el trabajador no afiliado vendría a contribuir con su peculio, en tanto beneficiario de la gestión de un negocio que le fue útil y de este modo compensa con una contraprestación pecuniaria los gastos que la negociación implicó para el gremio, porque la actividad de éste sólo es solventada económicamente por los trabajadores afiliados; sin embargo, esta noción pone exagerado énfasis en la faz contractual y privatista que contiene el régimen de los convenios colectivos y, como corolario, pasa por alto otras funciones que le caben con exclusividad a las asociaciones sindicales con personería en el llamado modelo sindical argentino , las que no se agotan en la celebración de la CCT, según el art. 31 
de la ley nacional 23551 de Asociaciones Sindicales. 

5.-El miraje restringido, afín con una concepción individualista del derecho colectivo de trabajo y que desde el plano valorativo prioriza, al limitar al máximo el fundamento de la erogación del no afiliado y sustentarlo en las normas de la disciplina privatista (Código Civil y su preceptiva sobre la gestión de negocios ajenos - art. 2288 
a 2310 
), desplaza a un segundo estadio las facetas publicistas que también atañen a la función que despliegan estas entidades intermedias, tan necesarias para que se realice con plenitud el régimen democrático; es que, aunque no se acepte que cumplen su función por delegación del poder público, o se descrea de que la cuota de solidaridad importa una contribución de carácter parafiscal, lo cierto es que hay aquí, como en otras gamas de aportes obligatorios (obra social o jubilación), un argumento que legitima el sentido último de un aporte compulsivo a favor del gremio que monopoliza las funciones de representación, como lo es el pacto de solidaridad. 

6.-Si bien la libertad sindical negativa - que aunque no reconocida expresamente por el Convenio 87 (OIT), sí lo está en el art. 4° 
inciso b de la ley nacional 23551 - determina que no sea legítimo compeler a un trabajador a ser parte de una entidad a la que no es de su agrado adherir institucionalmente, a través del ingreso a su seno, por vía de la afiliación, eso no significa que no sea legítimo que contribuya pecuniariamente a su sostén económico; contribución que no sólo se justifica como retribución de los beneficios que recibe por el CCT que se extiende a su vínculo laboral, sino también a los múltiples gastos que el sindicato debe afrontar como representante exclusivo del colectivo de trabajadores en los que el sujeto no afiliado está inserto, erogaciones que no siempre están asidas a la elaboración y celebración del convenio colectivo de trabajo. 

7.-Una visión acotada del fundamento de la contribución de solidaridad no es compatible con el reconocimiento de la libertad sindical colectiva como derecho humano y confronta con una concepción social del derecho que apunta a fortalecer el interés comunitario y, por veces, a sacrificar el bien del individuo en pos de aquél; pues, la defensa de los intereses colectivos por parte del gremio con personería gremial se ejerce en beneficio de afiliados y no afiliados y también de la sociedad porque el fortalecimiento de las asociaciones sindicales es también el fortalecimiento del sistema democrático. 

8.-Cualquier interpretación normativa que deba realizarse y que pueda llegar a incidir negativamente en el financiamiento de las asociaciones sindicales con personería gremial, -actoras principales de la defensa del sector obrero en la representación y negociación-, debe ser realizada con suma prudencia, porque están en juego, no solamente los intereses de un colectivo de trabajadores sino también los intereses de la sociedad toda que aspira a resguardar los valores democráticos y comunitarios. 

9.-El aporte de solidaridad en examen no halla fundamento exclusivo en la retribución de gestión de un convenio colectivo de trabajo, aprehende el sostén de las múltiples funciones que con exclusividad la ley argentina acuerda a las asociaciones sindicales con personería gremial. 

10.-La significación económica del aporte del trabajador no afiliado debe ser razonable, esto quiere decir que la magnitud de la contribución no debe trasuntar una velada afiliación forzosa, con lesión de la libertad de no afiliarse; y tal valoración no corresponde efectuarla realizando un exclusivo cotejo entre el beneficio obtenido por el gremio en el convenio colectivo (instrumento normativo permanente) o convenio colectivo salarial transitorio o de coyuntura, sino apuntando a un espectro más amplio de actividades que están a cargo exclusivo de la entidad que representa a la categoría profesional; quedando relativizada la cuestión de la temporalidad o permanencia del aporte, máxime porque ninguna preceptiva la invalida, -sólo lo hacían normas derogadas, así el art. 45 de la ley 22105 de 1979-, pero deja subsistente el tema del quantum de la carga patrimonial que es dable exigir al trabajador no afiliado.

	 

	

	 

	Fallo: 

	 

	En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 28 días del mes de febrero de 2011, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden a votar en el siguiente orden: 

EL DR. LUIS ALBERTO CATARDO DIJO: 

I.- Contra la sentencia de primera instancia, que rechazó la demanda, vienen en apelación los actores, a tenor de las motivaciones que lucen inscriptas a fojas 536/541, y la perito contadora, a fojas 545, por estimar bajos sus honorarios. 

II.- El recurso de los actores es insuficiente. 

Las consideraciones que se exponen en el memorial son una reiteración de las manifestaciones vertidas en la demanda, que no trascienden de la expresión de una legítima disconformidad subjetiva, en razón del enfoque conceptual sobre el cual se articulan, pero que no llegan a constituir la crítica, concreta y razonada, de la sentencia que prescriben los artículos 265 
del C.P.C.C.N.y 116 
de la L.O. 

Sin perjuicio de lo expuesto, memoro que sobre la cuestión central, referida a las contribuciones de solidaridad -cuya devolución se procura en el sub lite así como el cese de la retención de dichas cuotas (2% sobre la remuneración bruta de los actores, trabajadores metalúrgicos no afiliados a la U.O.M.R.A; distintas de las cuotas sindicales -del 2,5%- que abonan los trabajadores metalúrgicos afiliados al Sindicato)- esta Sala ha tenido ocasión de expedirse en un caso que guarda sustancial analogía con la presente (Sentencia N° 35.965 del 13/03/2009 in re "Comisión Gremial Interna del Banco Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de Amparo" 
Expediente N° 15694/0). 

En dicha causa compartí el enjundioso voto de mi distinguida colega la Doctora Gabriela Alejandra Vázquez, el que, en lo principal, y por su claridad conceptual y expositiva me permito transcribir, toda vez que brinda acabada respuesta a la disconformidad de los apelantes. 

"(...) II ° El tema que nos convoca atañe a las llamadas "contribuciones de solidaridad sindical", es decir, cotizaciones a favor de la asociación gremial con personería gremial que se instituyen a cargo de los trabajadores no afiliados a ella." 

" Estimo necesarias algunas aclaraciones (...) porque el centro de la disputa, esto es, la puesta en tela de juicio de la validez de una cláusula que fija un aporte de solidaridad, vertida en un acto jurídico (acta) celebrado por las partes legitimadas para negociar y obligar con efectos erga omnes, tiene aptitud para incidir sobre aspectos medulares de la garantía constitucional de libertad sindical, ya en la faz colectiva positiva como en la individual negativa, como se lo ha resaltado en un reciente aporte doctrinario (Ver: Topet, Pablo A., "A propósito de un fallo: la libertad negativa de asociación", DT, 2007, febrero, Pág.171)." 

"A ello se añade que el conflicto, tal como ha quedado entrelazado en la litis, se presenta - si se me permite una licencia idiomática tomada del lenguaje coloquial - como una disputa de todo o nada. Y digo esto porque los demandantes ni siquiera esbozan un requerimiento subsidiario que module en la revisión judicial de lo acordado, es decir, que aspire a una reducción cuantitativa de la alícuota que fue objeto de concertación, circunstancia que limita las facultades jurisdiccionales por razones de congruencia procesal (artículos 163 
y 277 
CPCCN)." 

"Me interesa señalar también que (...) lo que aquí se resuelve se emplaza en un amplio colectivo de actividad y las derivaciones jurídico institucionales de los fallos no debieran ser ignoradas cuando se definen conflictos tan delicados como el que nos convoca pues, en la realidad de los hechos, las sentencias sobre aquellos temas que atañen a una generalidad de sujetos, individual y colectivamente hablando, pueden generar proyecciones que, a la postre terminan desbordando el espectro subjetivo delimitado por un expediente." 

"El debate fáctico jurídico se exhibe, a grandes rasgos, como una confrontación de garantías constitucionales: la libertad sindical individual negativa de los amparistas (trabajadores bancarios no afiliados a la asociación sindical con personería gremial) versus el poder de negociación colectiva de la asociación con personería gremial, como expresión positiva de la libertad sindical colectiva. Por otra parte, la complejidad del thema decidendum transita por las varias aristas que involucra ya que, el derecho de propiedad de los demandantes y su libertad de no afiliarse, se entrecruza con la cuestión del financiamiento de la actividad gremial que la asociación sindical con personería realiza (en aquéllas potestades que monopoliza por virtud de la ley) tanto en beneficio del afiliado como del no afiliado; circunstancias todas estas que, en un modelo de unidad promocionada, exigen un delicado equilibrio en el razonamiento a fin que no se avale:ni una carga que implique una afiliación compulsiva, ni tampoco la postura que el derecho norteamericano grafica y así lo recuerda el señor Fiscal General Eduardo O. Álvarez en su dictamen en estos autos (N º 47.628, del 10-10-2009), del "pasajero sin billete", es decir, "la situación de aquellos trabajadores que procuran los beneficios de los Convenios Colectivos sin aceptar obligaciones económicas respecto de quienes los concertaron". 

"De más está decir que se parte de una base conceptual construida sobre la idea, ya no discutida sensatamente, de que no es posible construir una sociedad democrática sin sindicatos de trabajadores y por cierto, aunque se trate de otra verdad de Perogrullo y huelgue recordarlo, de sindicatos con elecciones libres y democráticas, con dirigentes eficientes y probos, con órganos internos que cumplan con sus funciones de contralor de gestión e instituciones públicas que, con respeto del principio de no injerencia, desempeñen los roles establecidos por las leyes. Todo ello en aras de un sindicalismo fuerte y sano en el que, por su natural decante, esté en condiciones de desplazar de su núcleo a quienes no gestionen los entes respectivos en beneficio del colectivo que representan." 

"Es obvio que los descreimientos relativos al empleo atinado de los recursos patrimoniales de los gremios por parte de quienes cumplen funciones de ejecución, como las eventuales prácticas o diseños "organizativos no democráticos que se erigen a espaldas de la voluntad e intereses de los representados" - (...) son algunas de las causas, junto a muchas otras, que confluyen a la baja de los índices de sindicación y se conectan con el fenómeno de la pérdida de la legitimidad real, derivando a la larga en perjuicio del financiamiento de la actividad sindical.Empero, tales connotaciones, que se ubican, metafóricamente hablando, en el subsuelo de ciertos conflictos pluriindividuales con ingredientes colectivos, como el que nos concierne, no autoriza un razonamiento sesgado que abandone el técnico jurídico porque, en definitiva, si se aceptase una tesis que conlleve a la supresión de la legítima financiación de la actividad gremial como correlato de conflictos coyunturales, más o menos dilatados en el tiempo, no sólo se soslayaría que no son los hombres más importantes que las instituciones, pues éstas permanecen y aquéllos pasan, sino fundamentalmente, porque los jueces o juezas llamados a decidir las controversias abandonarían su función institucional que consiste, única y exclusivamente, en aplicar el derecho en los casos concretos y de ningún modo definir, en base a pautas o criterios no jurídicos o exógenos, los diferendos que subyacen en los conflictos que deben resolver, sea cual fuere la naturaleza de éstos y aunque como hombres o mujeres, ciudadanos o ciudadanas, tengan sus propias posturas y opiniones, como no puede ser de otra manera." 

"III ° Con estas aclaraciones liminares acerca del marco del debate jurídico y de los alcances de la función jurisdiccional, haré tema de algunas directrices atinentes a las contribuciones de solidaridad sindical que son decisivas para decidir la controversia de autos." 

"a) Legitimidad. En el derecho argentino, las contribuciones de solidaridad tienen legitimidad normativa explícita. Efectivamente, el artículo 9° segundo párrafo de la ley 14.2450 de Convenciones Colectivas de Trabajo (texto ordenado decreto 1135/2004) dice: "Las cláusulas de la convención por las que se establezcan contribuciones a favor de la asociación de trabajadores participantes, serán válidas no sólo para los afiliados, sino también para los no afiliados comprendidos en el ámbito de la convención". Por su parte, el artículo 37 de la ley 23.551 de Asociaciones Sindicales reza: "El patrimonio de las asociaciones sindicales de trabajadores estará constituido por:a) Las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados y contribuciones de solidaridad que pacten en los términos de la ley de convenciones colectivas...". Ya la Corte Federal refrendó la legitimidad de estas cargas, al desestimar la admisibilidad de un recurso extraordinario, en el caso "Potenze, Pablo Luciano c/ Federación de Empleados de Comercio", del año 12-4-1972 (Fallos 282:269), con la disidencia del Juez Roberto Chute, quien invocando la doctrina de Fallos 251:58, votó porque se abordara el tema de fondo, porque se admitiera el recurso extraordinario y se confirmara la sentencia de origen que rechazaba el planteo de repetición de un trabajador no afiliado a quien su empleadora - Editorial Universitaria de Buenos Aires - le retenía el 1% de su sueldo con destino a la Federación de Empleados de Comercio." 

"b) Fuente. La fuente de la obligación de pagar la contribución de solidaridad es "la convención" (artículo 9° 
ley 14.250). El precepto legal alude a la convención colectiva o convenio colectivo, instituto que el legislador argentino, como bien se recuerda en la doctrina naci onal, ha preferido no definir de un modo taxativo, a fin de no limitar ni dificultar sus alcances (Conf. Simón, Julio, "Negociación colectiva", en "Derecho colectivo del trabajo", editorial La Ley, Bs. As., 1998, Pág.413 a 505, la cita es de Pág.439). Estimo que corresponde una interpretación de la norma en examen que se integre con el resto de las que conforman el sistema jurídico de las relaciones colectivas. Así, que armonice con los postulados de fomento de la negociación colectiva insertos en la Convención N ° 154 de la Organización Internacional de Trabajo, que tiene jerarquía superior a las leyes según el artículo 75 
inciso 22 de la Constitución Nacional.Este instrumento internacional fue aprobado por el Congreso Nacional de la República Argentina por la ley de 1987 N ° 23.544 de 1987 y fue ratificado por el país, con el pertinente depósito de instrumentos, el 29 de enero de 1993." 

"En efecto, cuando el artículo 9° de la ley 14.250 se refiere a que la fuente obligacional de la contribución de solidaridad es la convención, no encorseta la referencia a la "convención colectiva" o "convenio colectivo", como especie concreta del género "negociación colectiva"; a mi ver apunta, antes bien, a la amplia acepción del término negociación colectiva que capta el artículo 2° 
del Convenio 154 (OIT) ya referenciado." 

"Pretendo significar con lo expuesto, (...) que no me parece dudoso que, por lo menos, las actas acuerdo salariales que suscribieron las partes legitimadas para celebrar un CCT y obligar al colectivo que representan (artículos 1° 
y 4° 
de la ley 14.250), en el marco de una comisión negociadora constituida (...)que se encuentran en el camino de la negociación y en tránsito hacia el instrumento posterior o, en otros términos, que forman parte de la antesala del convenio colectivo de trabajo en gestación son, como acto jurídico, un título suficiente o causa fuente legítima para crear una contribución de solidaridad, porque participan, en cuanto a su naturaleza, del género "negociación colectiva" (artículo 2 º C 154 OIT) y dentro de este conjunto metodológico, al de la especie "convención colectiva" (...)." 

" c) Fundamento. Por qué y para qué un trabajador no afiliado al ente con personería gremial debe o debiera contribuir a su sostén." 

"Tradicionalmente se vincula el fundamento de la contribución de solidaridad exclusivamente a los logros obtenidos en el convenio colectivo que la genera. El trabajador no afiliado vendría a contribuir con su peculio, en tanto beneficiario de la gestión de un negocio que le fue útil.De este modo compensa con una contraprestación pecuniaria los gastos que la negociación implicó para el gremio, porque la actividad de éste sólo es solventada económicamente por los trabajadores afiliados." 

" Entiendo que esta noción, en parte compartible, pone exagerado énfasis en la faz contractual y privatista que contiene el régimen de los convenios colectivos y, como corolario, que pasa por alto otras funciones que le caben con exclusividad a las asociaciones sindicales con personería en el llamado "modelo sindical argentino", las que no se agotan en la celebración de la CCT, según el artículo 31 de la ley 23.551 de Asociaciones Sindicales. Ya Deveali volcó una mirada más amplia cuando afirmó, al anotar la sentencia plenaria de esta CNAT, del 19-12-1963 en autos "Conf. General de Empleados de Comercio contra Mois Chamis SA", a propósito de los aportes a cargo de los trabajadores destinados a permitir el funcionamiento del sindicato, que si se admite su obligatoriedad a posteriori del convenio "para retribuir la actividad realizada para lograr" su celebración "no existe motivo para negarla cuando se trata de proporcionar al sindicato los medios para celebrar un nuevo convenio" (Deveali, Mario, "Sobre la obligación patronal de retener los aportes sindicales", DT, 1964-A, Pág.81/85, la cita es de Pág.83)." 

" Esta idea, que ciñe el fundamento de la contribución de solidaridad al pago de la gestión del CCT, pudo tener algún apoyo en vigencia de la ley n º 22.105, de 1979, cuyo artículo 45 dispuso que no podrían "fijarse cuotas o contribuciones de ninguna índole al trabajador no afiliado, excepto cuando se homologuen convenios colectivos", al mismo tiempo que consignaba que en ese caso, podían fijarse "una sola vez por año" y no "superar el monto que en concepto de cuota sindical" debía pagar el trabajador afiliado el mes en que se homologaba el respectivo convenio.Es decir, esa ley vio en el fundamento de la contribución de solidaridad únicamente una suerte de tasa destinada a sufragar el servicio (gestión) del convenio colectivo de trabajo." 

"No comparto este miraje restringido, afín con una concepción un tanto individualista del derecho colectivo de trabajo y que desde el plano valorativo prioriza, al limitar al máximo el fundamento de la erogación del no afiliado y sustentarlo en las normas de la disciplina privatista (Código Civil 
y su preceptiva sobre la gestión de negocios ajenos - artículos 2288 
a 2310 
), desplaza a un segundo estadio las facetas publicitas que también atañen a la función que despliegan estas entidades intermedias, tan necesarias para que se realice con plenitud el régimen democrático. Es que, aunque no se acepte que cumplen su función por delegación del poder público, como afirmaba Cabanellas y lo recordaba Antonio Vázquez Vialard (en: "La cuota de solidaridad sindical", JA, Doctrina, 1971, Pág.292 a 300, especialmente en Pág.295) o se descrea de que la cuota de solidaridad importa una contribución de carácter parafiscal, como lo resaltara Norberto O. Centeno (en: "Contribuciones sindicales a cargo de no afiliados", Gaceta de Trabajo, 1968, Pág.395), lo cierto es que hay aquí, como en otras gamas de aportes obligatorios (obra social o jubilación), un argumento que legitima el sentido último de un aporte compulsivo a favor del gremio que monopoliza las funciones de representación, como lo es el pacto de solidaridad.Y si bien la libertad sindical negativa - que aunque no reconocida expresamente por el Convenio 87 (OIT), sí lo está en el artículo 4° 
inciso b de la ley 23.551 - determina que no sea legítimo compeler a un trabajador a ser parte de una entidad a la que no es de su agrado adherir institucionalmente, a través del ingreso a su seno, por vía de la afiliación, eso no significa que no sea legítimo que contribuya pecuniariamente a su sostén económico. Contribución que no sólo se justifica como retribución de los beneficios que recibe por el CCT que se extiende a su vínculo laboral, sino también a los múltiples gastos que el sindicato debe afrontar como representante exclusivo del colectivo de trabajadores en los que el sujeto no afiliado está inserto, erogaciones que no siempre están asidas a la elaboración y celebración del convenio colectivo de trabajo." 

"Una visión acotada del fundamento de la contribución de solidaridad no es compatible con el reconocimiento de la libertad sindical colectiva como derecho humano y confronta con una concepción social del derecho que apunta a fortalecer el interés comunitario y, por veces, a sacrificar el bien del individuo en pos de aquél." 

"Es que la defensa de los intereses colectivos por parte del gremio con personería gremial se ejerce en beneficio de afiliados y no afiliados y también de la sociedad porque, como ya lo señalé y lo reitero, el fortalecimiento de las asociaciones sindicales es también el fortalecimiento del sistema democrático.Algunos podrán poner en tela de juicio la conveniencia del sistema de unidad promocionada o "modelo sindical argentino" y es válido que en una sociedad plural se reflexione y debata en los ámbitos institucionales que corresponden, pero lo que no es discutible, es que tal régimen es el vigente en la Argentina, según las normas positivas que rigen y por lo tanto, cualquier interpretación normativa que deba realizarse y que pueda llegar a incidir negativamente en el financiamiento de las asociaciones sindicales con personería gremial, actoras principales de la defensa del sector obrero en la representación y negociación, debe ser realizada con suma prudencia, porque están en juego, no solamente los intereses de un colectivo de trabajadores sino también los intereses de la sociedad toda que aspira a resguardar los valores democráticos y comunitarios." 

"Lo que he señalado, es decir, que la cuota de solidaridad no tiene exclusiva vinculación con la retribución de las ventajas logradas a través de la CCT, tiene aval normativo.En efecto, la tesis histórica no es la que surge de la ley 14.250 (artículo 9 ° segundo párrafo) en vigor." 

"Ya con la vigencia del su texto originario, en el que el párrafo del actual artículo 9° estaba plasmado en el tercer párrafo de su artículo 8°, el entonces Procurador General de la Nación señaló con acierto, al dictaminar en el recordado precedente "Potenze" (Fallos 282:269), que desde su literalidad y de los términos amplios de dicha norma, podría legitimarse la imposición de contribuciones a trabajadores no afiliados "sean cuales fueren la finalidad, monto y demás modalidades de esos aportes" 

"Que el fundamento de la contribución de solidaridad excede al de mera retribución de la gestión de un CCT fue incluso, en alguna oportunidad, implícitamente avalado por la legislación, como lo apunta Luis Ramírez Bosco ("De nuevo sobre la cuota de solidaridad", TySS, 2004, Pág.1015 a 1029), cuando recuerda las previsiones del artículo 4 ° de la derogada ley 18.016, que en su parte pertinente establecía: "podrán establecer mediante decisión de sus órganos competentes, aportes o contribuciones de los trabajadores con destino a obras y servicios de carácter social y asistencial, que tendrán los efectos y alcances fijados en el artículo 8º, último párrafo, de la Ley Nº 14.250". Si bien se lee, tales cuotas no estaban vinculadas a la firma de los acuerdos colectivos porque además, en ese lapso, la negociación había sido paralizada y la facultad de negociar colectivamente se vio afectada." 

"En síntesis, no es solamente la retribución de la gestión de un convenio colectivo el fundamento de la contribución de solidaridad y en alguna medida lo confirma también, a más del derecho positivo, la respuesta afirmativa vertida por esta Cámara al interrogante del Plenario N ° 305, en autos "Federación Obrera Ceramista de la República Argentina c.Cerámica San Lorenzo ICSA s / cobro de aportes y contribuciones" 
, del 22-10-2003 (TySS, 2003, Pág.1015), en el que se reconoció la legitimidad de la retención permanente de una contribución de solidaridad al no afiliado que había sido concertada en un convenio colectivo suscripto en 1975 (CCT 150/75 
). Como lo destacó mi colega el doctor Juan Carlos Morando en su voto en el citado plenario, constituyendo minoría, "desde hace veintiocho años, los trabajadores no afiliados están pagando un 'aporte de solidaridad' compensatorio de la negociación de 1975". En verdad, de algunos de los votos que conforman la mayoría (Vg. de los de los Jueces Héctor Scotti y Rodolfo Capón Filas) bien se desprende que conceptuaron el aporte que se debatiera como una "cuota de solidaridad" y pasaron por alto el hecho de la permanencia de la contribución y su origen casi treintañal. Si la cuota de solidaridad se considerase asida exclusivamente a la retribución de un CCT la respuesta del plenario habría debido ser negativa porque en el marco de una convención suscripta en la década del setenta, la retención continua de un aporte como retribución por una gestión realizada treinta años antes habría carecido de causa." 

"En la praxis, las contribuciones de solidaridad existen y son sufragadas por trabajadores no afiliados en múltiples colectivos de actividad (también de empresa, profesión o categoría), algunos de los cuales conservan, como cuerpo de regulación estructural, convenios que se remontan al año 1975, más allá de modificaciones posteriores. Y no conozco que sea éste un punto de litigiosidad corriente o exacerbada." 

"En definitiva, el aporte de solidaridad en examen no halla fundamento exclusivo en la retribución de gestión de un convenio colectivo de trabajo, aprehende el sostén de las múltiples funciones que con exclusividad la ley argentina acuerda a las asociaciones sindicales con personería gremial." 

"d) Razonabilidad. La significación económica del aporte del trabajador no afiliado debe ser razonable.Esto quiere decir que la magnitud de la contribución no debe trasuntar una velada afiliación forzosa, con lesión de la libertad de no afiliarse." 

"Desde mi óptica, como lo señalé en los párrafos anteriores, tal valoración no corresponde efectuarla realizando un exclusivo cotejo entre el beneficio obtenido por el gremio en el convenio colectivo (instrumento normativo permanente) o convenio colectivo salarial transitorio o de coyuntura; sino apuntando a un espectro más amplio de actividades que están a cargo exclusivo de la entidad que representa a la categoría profesional." 

"Esto relativiza la cuestión de la temporalidad o permanencia del aporte, máxime porque ninguna preceptiva la invalida - sólo lo hacían normas derogadas, así el artículo 45 de la ley 22.105 de 1979 - pero deja subsistente el tema del quantum de la carga patrimonial que es dable exigir al trabajador no afiliado. Es decir: ¿cuánto es razonable?" 

" (...) Aquí comparto lo dictaminado por el señor Fiscal General (...) en el sentido que el acuerdo (...) se exhibe como "fruto parcial de una ardua negociación (...) en la que se alude a plurales conflictos y al intento de modificación de todo un convenio colectivo aplicable". También porque como lo destaca el señor Fiscal, existe "una agenda compleja que incluye ítems como 'zona desfavorable', 'licencias especiales', 'régimen de vacaciones', 'simplificación de categorías" y además porque "implica la continuación de una secuela de negociación" de la que no puede inferirse que se "presente una antijuridicidad palmaria", ya que "los aspectos peyorativos y positivos del convenio requerirían una mayor amplitud de cognición". Se añade, como lo dice el doctor Álvarez, recordando el voto del Juez Julio César Simón en autos "Álvarez, Ricardo Oscar y otros c / Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social de la Nación y otro s/ Ministerio de Trabajo" 
, sentencia N ° 68765, que es "poco probable que los magistrados puedan analizar si el sinalagma concerniente a los beneficios conseguidos por el sindicato en relación con la cuota de solidaridad guardan estricta equivalencia,en particular, ante un trámite de gran celeridad que no permite inferir si lo convenido implica obligaciones excesivas para una de las partes y no para otra". 

"Sumo a lo dictaminado por el Ministerio Público Fiscal, como ya lo precisé, que descreo de la excesiva vinculación del monto del aporte con lo obtenido por el gremio en el CCT - en el caso en el acta acuerdo salarial-, porque las ventajas que obtiene el trabajador no afiliado, como miembro del colectivo representado, no se limitan a esa faceta de la actividad que despliega la asociación con personería, aunque no se soslaye que, de las que son potestades reservadas, es ésta acaso la más relevante (artículo 1° 
de la ley 14.250)." 

"Debo destacar, sólo a modo de idea coadyuvante, que no hay en el expediente elementos contundentes que permitan sostener que sea palmariamente irrazonable el (...) % del salario, pactado en el acta cuya invalidez se propugna. No sólo porque la ley positiva no fija límites cuantitativos, como sí se lo hacía otrora (artículo 45 de la derogada ley 22.105 de 1979), sino porque no se postuló que igualara el importe de la cuota de afiliación (...). Repárese en que un somero repaso de otros colectivos de actividad o de empresa, parecería indicar que de inicio no se podría juzgar irrazonable el % fijado (Vg.el CCT 431/05 
de la Federación Marítima y Portuaria y de la Industria Naval de República Argentina, fijó una contribución solidaria del 1,5% del total de las remuneraciones - artículo 35-; el CCT 521/07 
, de estaciones de servicio, garajes, playas, lavaderos automáticos y gomerías, el 2% de aporte solidario - artículo 26 bis -; el 2% como contribución solidaria en el caso de la convención correspondiente a industria del vidrio - artículo 64 -; el 3% de la remuneración en el CCT 705/05 E - artículo 44 
- una contribución solidaria a favor de SMATA - etc.). Ello no implica hacer una extensión vedada, ni definir el tema en el caso concreto. Sólo se ponen de relieve estos datos como ejemplos de aproximación, no para zanjar la discusión de fondo, relativa a la razonabilidad cuantitativa y temporal de lo estipulado (...). Pretendo únicamente poner en evidencia el valor del que podría denominarse "precio de costumbre", entre quienes se inclinar por aceptar la tesis tradicional, que enfatiza sobre los aspectos privatistas o contractuales del CCT. Y este elemento, extraído de la dimensión sociológica, tampoco permite juzgar a priori que lo consensuado por las partes colectivas presente rasgos de irrazonabilidad clara." 

Como lo anticipé, las argumentaciones precedentemente expuestas dejan al abrigo de revisión lo decidido sobre el particular en grado, ya que la sentencia de fojas 530/535 constituye una derivación razonada del derecho vigente, en una correcta adecuación a las constancias de la causa, cuyos fundamentos no se advierten rebatidos en esta instancia. 

III.- Los honorarios de la perito contadora, en función de la importancia, mérito y extensión de los trabajos realizados, son bajos (artículos 3° 
del Decreto Ley 16638/57 y 38 
de la L.O.). 

IV.- En definitiva, propongo:se confirme la sentencia apelada en lo principal que decide y fue materia de recursos y agravios, excepto los honorarios de la perito contador, los que se regulan en $.-; se impongan las costas de Alzada en el orden causado, atento la índole de la cuestión y particularidades de autos (artículo 68 
, 2° párrafo, del C.P.C.C.N.); se regulen los honorarios de la representación letrada de los actores y de los demandados U.O.M.R.A, A.D.I.M.R.A y Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, por sus trabajos en esta instancia, en el .%, respectivamente de lo fijado por la anterior (artículo 14 
de la Ley 21839). 

LA DRA.GABRIELA ALEJANDRA VAZQUEZ DIJO: 

Que, por compartir sus fundamentos, adhiere al voto que antecede. 

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE: 

I)Confirmar la sentencia apelada en lo principal que decide y fue materia de recursos y agravios, excepto los honorarios de la perito contador. 

II)Regular los honorarios de la perito contador en $.- 

III)Imponer las costas de Alzada en el orden causado.- 

IV)Regular los honorarios de la representación letrada de los actores y de los demandados U.O.M.R.A, A.D.I.M.R.A y Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, por sus trabajos en esta instancia, en el .%, respectivamente de lo fijado por la anterior.- 

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.- 

LUIS ALBERTO CATARDO - JUEZ DE CAMARA - 

GABRIELA A. VAZQUEZ - JUEZ DE CAMARA - 

Ante mí: 

ALICIA E. MESERI - SECRETARIA -
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